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1. Normas acusadas
En el presente caso se demanda el vocablo esposa contenido en los siguientes decretos: Decreto 609 de 1977 (art. 76, parcial), Decreto 612 de 1977 (art. 153, parcial); Decreto 2063 de 1984 (art. 130, parcial), Decreto 089 de 1984 (art. 177, parcial), Decreto 095 de 1989 (art. 180, parcial), Decreto 097 de 1989 (art. 130, parcial), Decreto 1211 de 1990 (art. 185) y Decreto 1213 de 1990 (art. 132, parcial), normas que establecen los beneficiarios de las prestaciones sociales por causa de muerte de los agentes de la Policía Nacional y de los oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional. 
2. Decisión
La Corte Constitucional resolvió INHIBIRSE de emitir pronunciamiento de fondo por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
3. Fundamentos de la decisión
La Corte encontró que la demanda no plantea un auténtico cargo de inconstitucionalidad, sino que se refiere a un problema de aplicación de las normas legales que no tiene su origen en las disposiciones derogadas que se demandan, en la medida en que han dejado de producir efectos jurídicos, sino en la Constitución y las leyes posteriores que otorgaron a los compañeros y compañeros permanentes derechos que antes no les habían sido reconocidos. En realidad, es del resorte de la autoridad respectiva, decidir si son aplicables en cada caso concreto, los preceptos constitucionales que se invocan por el actor o las nuevas regulaciones legales sobre el derecho de las compañeras o compañeros permanentes a situaciones definidas según las disposiciones derogadas, así como determinar si, en caso de ser factible la aplicación de las normas constitucionales, deban serlo de manera retroactiva o retrospectivamente. 
Reafirmó que la acción de inconstitucionalidad no tiene por objeto resolver los conflictos generados por regulaciones sucesivas en el tiempo, sino verificar si la ley vigente o que produce efectos no obstante su derogación se ajusta a la normatividad constitucional o la contradice. En todo caso, queda a salvo la posibilidad de cuestionar ante la administración o ante los jueces competentes, las decisiones contrarias a las pretensiones de compañeras o compañeros permanentes que, con fundamento en la Constitución, consideren que, en su caso, tienen derecho a una prestación que se les niega, con base en los preceptos derogados, si lo estiman pertinente y en ejercicio de los recursos y acciones previstos en el ordenamiento jurídico. Por las razones anotadas, la Corte se inhibió de emitir pronunciamiento de fondo sobre las normas acusadas. 
4. Salvamento de voto
El magistrado Luis Ernesto Vargas Silva manifestó su salvamento de voto respecto de esta decisión inhibitoria, por cuanto, de conformidad con el artículo 2º del Decreto 2067 de 1991 y la jurisprudencia constitucional, los cargos de inconstitucionalidad formulados en la presente demanda, cumplían con los requisitos para emitir una decisión de fondo acerca de la expresión normativa acusada. A su juicio, la aplicación que se estaría haciendo de las disposiciones legales acusadas, según lo aducido por el actor, puede estarse derivando de una interpretación que podría ser contraria a los derechos constitucionales de los compañeros y compañeras permanentes de los miembros de la Fuerza Pública. 
